SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N°13
                                                          RADICACIÓN:66001220400020160004500
ACCIONANTE:LUIS ANTONIO AGUDELO A.

NIEGA AMPARO  


TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Etapa de indagación no es causal de suspensión del proceso civil por prejudicialidad, el proceso penal como tal no ha iniciado/ Trámite de indagación adecuado   

“(…) en lo que tiene que ver con la negativa de la suspensión solicitada, se aprecia que la misma obedeció al hecho de que no se cumple con la exigencia establecida en el numeral 1º del artículo 170 del C.P.C., norma que claramente exige para que sea viable la aplicación de esa figura -la suspensión por prejudicialidad penal en el proceso civil-, que se haya `iniciado un proceso penal´, lo cual no ha ocurrido en este caso.
(…) el trámite investigativo adelantado por este último despacho con ocasión de la denuncia instaurada por el señor LUIS ANTONIO, se encuentra en etapa de indagación, es decir, que aún no ha iniciado el proceso penal, el cual comienza con la imputación, diligencia que según indicó la misma delegada del ente fiscal no se ha llevado a cabo hasta el momento.

De igual manera, se advierte que por parte de la Fiscalía Catorce Seccional se han realizado todas las labores tendientes a determinar la existencia de las conductas punibles denunciadas por el señor LUIS ANTONIO AGUDELO ARANGO (…) sin que se observe que el trámite de indagación haya desbordado el término que para efectos de imputar, o en su defecto archivar las diligencias, determina el parágrafo del artículo 175 del C.P.P. modificado por el 49 de la Ley 1453/11.

En cuanto al Cuerpo Técnico de Investigación debe determinarse que por parte de ese organismo se ha prestado a la Fiscalía Catorce Seccional la colaboración respectiva de acuerdo con sus funciones, y en esa medida tanto los investigadores como los peritos han realizado las labores encomendadas (…)”
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             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, siete (07) de marzo de dos mil dieciséis (2016)

                                                                   Acta de Aprobación No 195
                                                   Hora: 3:55 p.m.
1.- VISTOS
Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el ciudadano LUIS ANTONIO AGUDELO ARANGO mediante apoderado judicial, contra el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira (Rda.), el Cuerpo Técnico de Investigación, la Fiscalía General de la Nación, y la Fiscalía Catorce Seccional de Patrimonio Económico de esta ciudad, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la dignidad humana, a la honra, al buen nombre, y al debido proceso, entre otros.
2.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que se aporta en el escrito de tutela se puede concretar así: (i) el señor JUAN CARLOS BOTERO GARCÍA instauró demanda ejecutiva hipotecaria contra el aquí accionante LUIS ANTONIO AGUDELO ARANGO, la cual fue asignada por reparto al Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira (Rda.) y radicada al No. 2014-147; (ii) para ese momento ya se había presentado denuncia penal por falsedad material en documento público NUNC No. 660016000058201400254, con relación al título prendario objeto del citado trámite, cuya investigación está a cargo de la Fiscalía Catorce Seccional de Patrimonio Económico de esta capital, y en atención a ello se pidió la suspensión del proceso civil; (iii) el titular del despacho en mención, una vez obtuvo la información que se había solicitado al ente fiscal respecto de las actuaciones adelantadas, mas no sobre los resultados de los peritajes efectuados, mediante auto de noviembre 10 de 2015 decidió inaplicar el numeral 1º del artículo 170 del C.P.C., bajo la premisa de que no existe proceso penal sino apenas una indagación, y ordenó la venta en pública subasta de los inmuebles afectados por el gravamen; (iv) frente a esa determinación se interpuso recurso de reposición, el cual fue resuelto en proveído de noviembre 02 de 2015 en el que se confirmó la decisión; (v) con el proceder del juzgado civil accionado se afectan los derechos fundamentales a la dignidad humana, buen nombre, honra, debido proceso y petición del señor AGUDELO ARANGO, por cuanto fue víctima de un delito, y pese a ello su patrimonio se encuentra en riesgo, lo que equivale a un perjuicio irremediable; y (vi) la acción de tutela es viable en este caso porque no existe otro medio de defensa para impedir que los bienes sean subastados. 
Con fundamento en lo anterior, se pide el amparo las garantías constitucionales que se estiman quebrantadas; y, en consecuencia, se ordene al Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira que suspenda el trámite ejecutivo hipotecario hasta que se obtenga el resultado del cotejo o experticio realizado a la escritura pública objeto de la falsedad, y una vez se tenga éste se espere hasta que el proceso penal llegue a su culminación. De igual forma, se ordene al CTI que levante la reserva sobre los dictámenes practicados, para que los mismos sean enviados al despacho civil, y en caso de que no se hayan hecho esos estudios se ordene su práctica.
3.- CONTESTACIÓN

- El Director Seccional de Fiscalías de esta ciudad informó que ese ente recibió denuncia penal por parte de WILLIAM ANDRÉS URIBE RAMÍREZ, apoderado judicial de LUIS ANTONIO AGUDELO ARANGO, en la que se dio a conocer que el señor HERIBERTO ANTONIO AGUDELO OROZCO, utilizó presuntamente un poder falsificado para suscribir escritura pública de hipoteca N° 01325 de marzo 14 de 2012 en la Notaría Cuarta de Pereira, sobre los inmuebles identificados con matrícula inmobiliaria No. 290-83631 y 290-83608, la cual fue radicada al # 660016000058201400254 y asignada a la Fiscalía Catorce Seccional de Pereira.
El citado despacho fiscal emitió orden a Policía Judicial en agosto 11 de 2014 para la realización de diferentes actividades investigativas y técnicas, entre ellas, análisis de lofoscopia de las huellas contenidas en la referida escritura, cuyo resultado determinó que el señor LUIS ANTONIO AGUDELO ARANGO no puso su huella en el poder otorgado a HERIBERTO, y uniprocedencia respecto de las huellas estampadas por éste último.
Con relación a los hechos que motivaron la tutela, la Fiscal encargada de la actuación emitió orden de trabajo en febrero 26 de 2016, dirigida al grupo de grafología adscrito a la Subdirección Seccional de Policía Judicial CTI, con el propósito de que se realice el respectivo cotejo grafológico para establecer si las firmas contenidas en los documentos que son motivo de investigación son dubitadas y/o indubitadas.

La acción impetrada es improcedente por cuanto la Fiscalía Catorce Seccional de Pereira ya emitió la respectiva orden de trabajo para que se realice el estudio grafológico de las firmas consignadas en las escrituras sobre las que versa la presunta falsedad, por tanto se cumplió con lo solicitado en la demanda, y se configura un hecho superado, y debe negarse el amparo de los derechos invocados.
- La apoderada judicial del señor JUAN CARLOS BOTERO dentro del proceso ejecutivo hipotecario sobre el cual versa la presente acción, señaló que dicho asunto inició en abril 29 de 2013, y solo en el año 2014 se instauró  denuncia por el delito de falsedad material en documento público, luego de que el Juzgado Segundo Civil Municipal, despacho al que inicialmente correspondió la demanda, le indicara a LUIS ANTONIO AGUDELO ARANGO que había precluido la oportunidad para pronunciarse, por cuanto el escrito de impugnación fue presentado en forma extemporánea, pese a que se reanudaron los términos en virtud de un incidente de nulidad por indebida notificación promovido por él.
El actor no es claro respecto a la forma en la que están siendo afectadas la dignidad humana, la honra, el buen nombre y el debido proceso, ya que la mera actuación civil no constituye una vulneración de esas garantías, máxime cuando en la misma ha ejercido el derecho de defensa y contradicción, ha hecho uso de todas las herramientas dispuestas por el ordenamiento jurídico, a las cuales se le han dado trámite legal de conformidad con la función valoradora y de resolución, y se ha mantenido la reserva judicial, por lo que sus datos no han sido ventilados malintencionadamente. Adicionalmente, no se tiene certeza de la materialidad de la conducta punible, requisito indispensable para predicar la existencia de un proceso penal.
No es procedente aplicar la prejudicialidad penal, pues en el procedimiento civil están consagrados mecanismos como la tacha de falsedad, pero el demandado dejó precluir la oportunidad para interponerla, y procura remediar su conducta omisiva con la solicitud de suspensión del ejecutivo hipotecario o mediante esta acción constitucional; por tanto, pide negar las pretensiones del amparo, ya que no se evidencia la vulneración de las garantías fundamentales aludidas.
- La titular de la Fiscalía Catorce Seccional de esta ciudad expresó que bajo el NUNC 660016000058201400254 se gestiona indagación por la conducta de falsedad en documento público y fraude procesal, en la cual se están haciendo las averiguaciones tenientes a la búsqueda del indiciado AGUDELO OROZCO, para luego de ello proceder a vincularlo como persona ausente, y formular la imputación.
En el expediente obran los oficios mediante los cuales el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira (Rda.) solicita información sobre el referido trámite, de los cuales se envió respuesta en la que se dio a conocer los diversos actos investigativos que se han llevado a cabo, entre ellos, dos informes de investigador de laboratorio de lofoscopia, elementos materiales probatorios que no fueron remitidos porque el despacho no lo requirió.

Es evidente que sí existe un proceso penal, no obstante que el mismo se encuentre en etapa de indagación, por lo que no le asiste razón al juez civil. Además de ello, existen unas experticias que concluyen que el poder especial que presuntamente otorgó LUIS ANTONIO AGUDELO ARANGO, no corresponde ni a su firma ni a su huella, por lo que hubo falsedad, lo que ameritaba o justificaba que el juez civil, de acuerdo a lo establecido en el numeral 1 del artículo 170 del C.P.C., suspendiera la actuación, por cuanto la decisión que se adopte en esa averiguación penal afecta la determinación que deba tomarse dentro de ese asunto civil, ya que versa sobre una falsedad que precisamente dio origen a la acción ejecutiva hipotecaria.
- El Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira no se pronunció sobre la acción dentro del término que le fue concedido.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por cada una de las partes.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA
El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si en el evento sometido a estudio es procedente la acción de tutela para solicitar la suspensión de un proceso civil; en caso afirmativo, determinar si es viable acceder a esa pretensión en aras de garantizar la protección de los derechos fundamentales invocados por el actor.
5.2.- Solución

La acción de tutela es el instrumento válido para que los ciudadanos acudan ante cualquier Juez en procura de hacer respetar los derechos fundamentales cuando resulten afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste se trate de evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela procede de manera transitoria.
En el presente caso, el ciudadano LUIS ANTONIO AGUDELO ARANGO mediante apoderado judicial concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta  contra  sus  derechos fundamentales a la dignidad humana, buen nombre, honra, debido proceso y petición, como quiera que el Juzgado Sexto Civil Municipal de esta ciudad, en el cual se adelanta proceso ejecutivo hipotecario en su contra, no accedió a suspender dicho trámite, pese a que se encuentra en curso una investigación penal por falsedad respecto del título prendario que soporta dicha demanda.
Lo primero que debe decir la Sala es que en el evento sometido a estudio sí resulta procedente este mecanismo constitucional para ventilar la pretensión del actor, pese a que se encuentra en trámite un proceso ordinario, puesto que ya hizo la petición en el interior de esa actuación, y la misma fue negada al igual que el recurso que frente a esa determinación elevó, razón por la cual no cuenta con otra medida judicial para lograr su propósito. 

De acuerdo con la información que se tiene no solo por parte del accionante sino también por las respuestas entregadas por los diferentes despachos vinculados al presente trámite, para la Sala no existe ninguna duda de la posible afectación de los derechos del señor LUIS ANTONIO AGUDELO ARANGO al haber sido presuntamente víctima de una falsedad que trajo como consecuencia el proceso ejecutivo hipotecario iniciado en su contra, y dentro del cual ya se ordenó la venta en pública subasta de sus bienes. Tampoco se genera la menor incertidumbre en cuanto al riesgo inminente de un perjuicio irremediable en razón de la delicada situación que atraviesa el actor al estar en riesgo su patrimonio. Empero, lamentablemente esas circunstancias no son suficientes para que se acceda a su pretensión de suspensión en atención a que no se acreditan los requisitos legales para ello.
En efecto, en contra del señor AGUDELO ARANGO cursa una actuación ejecutiva hipotecaria en el Juzgado Sexto Civil Municipal dentro de la cual se negó la suspensión solicitada por él de acuerdo con lo consagrado en el numeral 1° del artículo 170 del C.P.C., debido a que el titular de ese despacho estima que realmente no existe un proceso penal en trámite sino una mera indagación por una posible falsedad respecto de los documentos que dieron origen a la demanda ejecutiva hipotecaria presentada en su contra, y de acuerdo con ello dispuso la venta en pública subasta de los bienes afectados con el gravamen, mismos que ya habían sido objeto de embargo y secuestro.

Al respecto debe decirse que según lo observado por la Colegiatura luego de hacer la correspondiente inspección judicial al expediente, dentro de dicho trámite se ha respetado cabalmente el debido proceso, así como las demás garantías del aquí accionante, y se le ha garantizado su derecho de defensa de acuerdo con los términos consagrados en el C.P.C. Y, en lo que tiene que ver con la negativa de la suspensión solicitada, se aprecia que la misma obedeció al hecho de que no se cumple con la exigencia establecida en el numeral 1º del artículo 170 del C.P.C., norma que claramente exige para que sea viable la aplicación de esa figura -la suspensión por prejudicialidad penal en el proceso civil-, que se haya “iniciado un proceso penal”, lo cual no ha ocurrido en este caso.
Acorde con lo determinado por el señor Juez Sexto Civil Municipal de esta ciudad, y en contraposición a lo argumentado por el tutelante y la Fiscal Catorce de esta ciudad, el trámite investigativo adelantado por este último despacho con ocasión de la denuncia instaurada por el señor LUIS ANTONIO, se encuentra en etapa de indagación, es decir, que aún no ha iniciado el proceso penal, el cual comienza con la imputación, diligencia que según indicó la misma delegada del ente fiscal no se ha llevado a cabo hasta el momento.
De igual manera, se advierte que por parte de la Fiscalía Catorce Seccional se han realizado todas las labores tendientes a determinar la existencia de las conductas punibles denunciadas por el señor LUIS ANTONIO AGUDELO ARANGO, entre ellas varios experticios lofoscópicos. Así mismo sostuvo la titular del mencionado despacho, que se está a la espera de las averiguaciones tendientes a ubicar al indiciado, para luego de ello proceder a vincularlo como persona ausente y formular la imputación, sin que se observe que el trámite de indagación haya desbordado el término que para efectos de imputar, o en su defecto archivar las diligencias, determina el parágrafo del artículo 175 del C.P.P. modificado por el 49 de la Ley 1453/11.

En cuanto al Cuerpo Técnico de Investigación debe determinarse que por parte de ese organismo se ha prestado a la Fiscalía Catorce Seccional la colaboración respectiva de acuerdo con sus funciones, y en esa medida tanto los investigadores como los peritos han realizado las labores encomendadas por parte de la funcionaria encargada de la actuación.
Ahora, en lo que tiene que ver con la pretensión elevada en la demanda de tutela, acerca de que se ordene al CTI que levante la reserva de los dictámenes que obren dentro de la investigación penal, y los mismos se envíen al Juzgado Sexto Civil Municipal, o que en caso de que éstos no se hayan realizado se ordene su práctica, debe decir la Colegiatura que tampoco es procedente acceder a esa petición, porque dichos experticios ya fueron practicados en la medida de las posibilidades y de acuerdo con las órdenes que en ese sentido ha emitido la Fiscal Catorce Seccional de esta ciudad, a consecuencia de lo cual los resultados de esos estudios se encuentran dentro de la carpeta investigativa, y en ningún momento la representante de la Fiscalía se ha negado a remitir copia con destino al proceso civil; incluso, la funcionaria expresó en su respuesta que no se habían enviado porque ello no fue solicitado por el Juez Sexto Civil Municipal. Sea como fuere, el hecho de que esos elementos materiales probatorios obraran dentro del trámite ejecutivo hipotecario no cambiaría en nada la negativa de acceder a la suspensión solicitada por él, de acuerdo con las razones anotadas en precedencia.
En consecuencia, hay lugar a concluir que no puede concederse el amparo deprecado, por cuanto no se advierte que las actuaciones llevadas a cabo por el Juzgado Sexto Civil Municipal, la Fiscalía Catorce de esta capital, y el Cuerpo Técnico de Investigación -entidad que sigue instrucciones de la Fiscalía-, sean contrarias a los lineamientos legales que rigen la materia, y tampoco que atenten contra las garantías fundamentales del accionante.

6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo constitucional invocado por el señor LUIS ANTONIO AGUDELO ARANGO.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Página 1 de 1

